En la ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los. días del mes de de Octubre de 2012, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, en los términos de los Acuerdos Extraordinarios del 3-9-2012 (arts. 33, 34, 35 , 36 y ccdtes de la ley 5827), doctores CARLOS ENRIQUE RIBERA y HUGO O. H. LLOBERA para dictar sentencia en el juicio: "PONCE WOLTJOWICZ MARCOS LEONEL C/ PRADA JULIO OSCAR S/ DAÑOS Y PERJUICIOS -SUMARIO-" causa nº 3496-4; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Ribera y Llobera, resolviéndose plantear y votar la siguiente:

CUESTION

¿Es justa la sentencia apelada?

VOTACION

A LA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DR. RIBERA DIJO:

1.- La sentencia de fs. 268 hizo lugar a la demanda por daños y perjuicios iniciada por Marcos Leonel Ponce Woltjowicz contra Julio Oscar Prada, condenando al accionado a abonar al actor la suma de $12.500, más intereses, para resarcirlo por el daño causado por la falta de cobertura del vehículo Chevrolet robado. A juicio del Magistrado, dicho daño se vincula causalmente con el incumplimiento de la actividad que le correspondía al deudor en su carácter de productor de seguros, conforme la ley 22.400 , razón por la cual lo condenó a abonarle al actor el valor estimativo del automotor, más sus intereses y costas del proceso en su calidad de vencido.

El Sr. Juez de Primera Instancia estimó probado que el Sr. Julio Oscar Prada le cobró al demandante cuatro cuotas correspondientes al seguro de su vehículo, pero no cumplió su deber de girar el monto de las primas a la compañía aseguradora dentro del plazo legal (art. 10 inc.G de la ley 22.400 que regula la actividad), ocasionando la declinación de la responsabilidad por parte de la aseguradora con relación al robo del vehículo objeto de la contratación. En la opinión del sentenciador, los elementos de convicción reunidos demuestran la actitud negligente del Sr. Prada, quien no renovó la póliza original del seguro con Fata Seguros S.A. y decidió unilateralmente contratar con el Instituto Autárquico Provincial de Seguros de Entre Ríos, ingresando en dicha compañía en forma tardía, 5 días después de ocurrido el robo del automóvil Chevrolet Corsa.

2.- El demandado apeló el pronunciamiento, fundando su recurso a fs. 296.

Se agravia porque estima que el Sr. Juez de Primera Instancia realizó una incorrecta valoración de los elementos de prueba reunidos.

Señala que el Tribunal en lo Criminal nº5 declaró extinguida la acción penal y sobreseyó totalmente al Sr. Julio Oscar Prada en orden al delito de defraudación, por lo que el fallo dictado en sede civil resultaría violatorio del art. 1103 del Código Civil. Cita doctrina de la SCJBA.

Indica que quedó probado en autos que su parte no se desempeñaba como productor de seguros ni llenó de su puño y letra el recibo nº 166, sino que trabajaba en relación de dependencia y que la vinculación comercial con la compañía de seguros ocurrió con posterioridad al hecho de autos.

Menciona que el pago de la prima correspondiente a enero fue efectuado un día después del robo del vehículo, según lo reconoció el actor al absolver posiciones y lo que surge del dictamen pericial contable.

Por lo expuesto, pide que se revoque la condena, rechazando la demanda, con costas.

3.- El sobreseimiento penal del demandado y sus efectos en este proceso

Efectivamente, tal como lo señala el apelante, la sentencia dictada a fs.173 de los autos "Prada, Julio Oscar s/administración fraudulenta", tramitados ante el Tribunal en lo Criminal nº5, Departamental, declaró extinguida la acción penal y sobreseyó totalmente al procesado en orden al delito en cuestión.

Sin embargo, dicha resolución no tiene en este proceso los efectos que pretende el recurrente.

Es doctrina de la SCJBA. que, de acuerdo con lo dispuesto por el art. 1103 del Código civil, cuando la absolución o el sobreseimiento criminal estuvieran basados en la inexistencia del hecho o en la no autoría del acusado, puede ser invocado ese pronunciamiento en sede civil, para impedir una condena que aparecería como escandalosa (doct. causas Ac. 35.091, sent. 10/2/1987; Ac. 71.889, sent. 31/5/2000; Ac. 76.978, sent. 5/3/2003; Ac. 76.148, sent. 16/9/03; Ac. 82.181, sent. 23/4/03; Ac. 91.367, sent. 12/4/06; Ac. 93.817, sent. 5/4/06; esta Sala, causa nº 109.731).

Surge claramente del expediente penal mencionado, que aquí no existió sobreseimiento basado en la inexistencia del hecho ni en la falta de autoría del acusado, sino que la decisión fue adoptada en orden a lo dispuesto por el art. 76 ter del Código Penal, luego de transcurrido el plazo de un año de la suspensión del juicio a prueba (art. 76 bis del Código Penal; fs. 136), por no haber cometido el Sr. Julio Oscar Prada un nuevo delito dentro de ese lapso y haber cumplido con las reglas de conducta impuestas (fs. 173 y vta.).

En consecuencia, no opera la prohibición del art. 1103 del Código Civil, pudiendo analizarse la responsabilidad civil del demandado por el hecho que se le imputa en estas actuaciones.

4.- El caso planteado

No son hechos controvertidos que el 14 de enero de 2003 ocurrió el robo del vehículo Pick Up Chevrolet Corsa dominio BSS543 ni que la compañía aseguradora declinó su responsabilidad por falta de cobertura (pliegos de fs.41 y 47, su absolución a fs. 48, acta de incomparecencia de fs. 49 y auto de fs. 67, arts. 409 , 415 , 421 y ccs. del CPCC.).

El actor admitió que abonó las cuotas nº 3 y 4 de un total de 4, el 15 de enero de 2003, es decir, un día después del robo, al denunciar ese hecho ante el productor de seguros (absolución de fs. 48, pliego de fs. 47, art. 421 citado).

El recibo de fs. 178 corrobora dicha circunstancia. Sin perjuicio de señalar que el pago realizado por el actor el 15 de enero de 2003 fue admitido por el demandado al fundar su recurso (fs. 298), en atención a los términos de la expresión de agravios (fs. 297 vta., párrafos finales), debo mencionar que aunque el texto del documento no se corresponda con la grafía del Sr. Julio Oscar Prada (fs. 206 vta.), lo relevante es que la perito dictaminó que la firma obrante en el recibo cuestionado sí le pertenece al accionado (204 vta.), sin que se haya aportado prueba que desvirtúe la opinión fundada de quien se supone experta en la materia que es de su incumbencia específica (arts. 375, 384, 462, 474 del CPCC.).

De acuerdo con lo dispuesto por el art. 1028 del Código Civil, el reconocimiento judicial de la firma es suficiente para que el cuerpo del instrumento quede también reconocido. La norma guarda concordancia con los arts. 1016 y 1017 del Código Civil, que permiten dar en blanco la firma antes de su redacción, pero luego de llenado el acto por la parte a la cual se ha confiado, hace fe, salvo que el signatario pruebe que las declaraciones u obligaciones insertas no son las que ha tenido intención de hacer o contratar, situación que no se da en el caso.No tiene mérito que me explaye mucho más sobre esta cuestión, pues no es un hecho controvertido que el 15 de enero de 2003, el actor abonó la suma de $144 al productor, por las cuotas 3 y 4 de un total de 4, según los elementos de convicción mencionados más arriba y el dictamen de la perito contadora a fs. 253 (arts. 384 y 474 citados).

Considero que, estando probada la relación contractual que vinculó a las partes (pliego puesto a fs. 47, a la 2º, art. 409 del CPCC.), procede responsabilizar al demandado por la falta de cobertura del vehículo robado, pues no probó que la declinación de la responsabilidad de la aseguradora ocurriera por otra circunstancia más que la negligencia del intermediario, debiendo cargar esa parte con las consecuencias desfavorables de la no presentación de sus libros contables al perito contador (dictamen de fs. 253, última parte).

El art. 43 del Código de Comercio establece que todo comerciante, tal el caso del demandado (ley 22.400 y arts. 1º y 8 inc. 6º del Código de Comercio), está obligado a llevar cuenta y razón de sus operaciones y a tener una contabilidad mercantil organizada sobre una base contable uniforme y de la que resulte un cuadro verídico de sus negocios y una justificación clara de todos y cada uno de los actos susceptibles de registración contable, complementada con la documentación respectiva.

No habiendo el Sr. Prada cumplido su obligación legal, cabe resolver la cuestión de acuerdo a lo que surge de la documentación secuestrada en sede penal (fs. 24/25 de ese proceso) y los elementos aportados en autos, teniendo en mira que era el accionado quien debía esclarecer con sus propios registros todo lo referente a la póliza en la que intermedió, contratada con relación al vehículo robado (art. 10 de la ley 22.400 y doct. art.43 del Código de Comercio).

Aparentemente nunca existió seguro contratado con el Instituto Autárquico Provincial del Seguro con relación al vehículo Chevrolet robado (informe de fs. 78, art. 401 del CPCC.) y si bien es cierto que el actor abonó las cuotas 3 y 4 un día después de sucedido el hecho ilícito, no hay elementos para dilucidar los términos del contrato ni la fecha de vencimiento de las primas (que no serían mensuales sino un total de 4) por lo cual no es posible determinar la temporaneidad del pago; ello justamente por no haber arrimado el comerciante los registros de sus propios libros. Ni siquiera manifestó el demandado el destino dado a los fondos que reconoce haber percibido en noviembre de 2002 (pliego puesto a fs. 47, a la tercera, art. 409 del CPCC.), limitándose a negar los hechos y su vinculación con el actor.

Según lo peritado en sede penal (fs. 33 vta. a 34 de la causa tramitada ante el Tribunal en lo Criminal nº 5, referida antes), luego del vencimiento de la póliza nº 459.143 emitida por Fata Seguros S.A. (con vigencia del 26/9/01 al 26/9/02), el productor accionado recibió las cuatro cuotas por su renovación (fs. 34 de la causa penal), pero sólo hizo efectivo el pago de las dos primeras a dicha compañía, en noviembre y diciembre de 2002. En 17/1/2003 y 29 del mismo mes y año el productor ingresó $72 en cada oportunidad en la compañía Instituto Autárquico Provincial del Seguro de Entre Ríos, consignándose en el recibo del 17 de enero la patente del rodado del actor y la "no emisión de póliza" (fs. 34 y vta.de la causa penal).

Es evidente que el productor de seguros demandado no cumplió eficazmente los deberes atinentes a la actividad de intermediación que ejercía y si bien es cierto que las cuotas 3 y 4 de $72 cada una, fueron abonadas por el actor un día después de sucedido el robo, faltan elementos para atribuir a esa hipotética demora la declinación de cobertura. En cambio, se evidencian irregularidades en el desempeño del intermediario, quien en lugar de traer al proceso toda la documentación contable referida al caso y de la que eventualmente podría surgir su actuar diligente, se limitó a negar su relación contractual con el actor.

Por los fundamentos expuestos y considerando que el apelante no ha rebatido eficazmente los fundamentos que llevaron al Sr. Juez de Primera Instancia a responsabilizarlo por la declinación de la cobertura contratada con su intermediación, propongo confirmar el progreso de la demanda, con costas de Alzada a cargo del recurrente vencido (art. 68 del CPCC.).

Por todo lo expuesto, voto por la AFIRMATIVA.

Por los mismos fundamentos, el Señor juez Doctor Llobera votó también por la AFIRMATIVA.

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente

SENTENCIA

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se confirma la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de agravio, rechazando el recurso del demandado, con costas a su cargo.

Se difiere la regulación de los honorarios para la etapa procesal oportuna (art. 31 de la ley 8904).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.

Hugo O. H. Llobera

Juez

Carlos Enrique Ribera

Juez  

Guillermo Daniel Ottaviano

Secretario

